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1369circunscribe a determinar si el defecto observado -la omi­
sión judicial del escrito de impugnación-o es constitutivo
de la infracción denunciada del arto 24.1 C.E. Para resol­
verlo. conviene recordar la doctrina sentada por este Tri­
bunal al respecto.

El Tribunal Constitucional ha declarado. en efecto. que
el derecho a la tutela judicial efectiva garantizado en el
art. 24.1 C.E. incorpora como contenido esencial la exi­
gencia de que no se prodl¡zca indefensión. lo cual significa
que «en todo proceso debe respetarse el derecho de defen­
sa contradictoria de las partes contendientes mediante la
oportunidad de alegar y probar procesalmente sus dere­
chos e intereses.. (SSTC 251/1987. 237/1988.6/1990).
Un órgano judicial que impide a una parte en el curso del
proceso alegar cuanto crea oportuno en su defensa o repli­
car dialécticamente las posiciones contrarias. inCUrre en
una vulneración del principio de contradicción
(STC 1/1992) y. por ende. en denegación de tutela judicial
sin indefensión. No es admisible un pronunciamiento judi­
cial sobre materias respecto de las que no ha existido la
necesaria contradicción (STC 77/1986).

4. En el caso que se examina. tal y como ha quedado
acreditado. el recurrente compareció y formalizó en tiem­
po y forma escrito de impugnación sin que fuera tomado
en consideración por el órgano judicial. Se ha dictado. así.
una Sentencia inaudita parte. en que las alegaciones efec­
tuadas por el recurrido han sido ignoradas. sin que tal omi­
sión pueda imputarse a la voluntad expresa o tácita o a
negligencia de la recurrente en amparo. sino antes bien
a un error en la tramitación del recurso por el extravío del
documento y la inadvertencia del mismo pbr la Sala sen­
tenciadora. NO cabe descartar que. pese a las escuetas ale­
gaciones formuladas por el recurrente en su escrito de
oposición. éstas pudieran haber permitido al Tribunal
modificar la apreciación y formación de su juicio. Atendien­
do pues. a la oposición hecha en su día. era exigible una
valoración de la misma por el Tribunal ad quemo en defecto
de la cual cabe considerar mermado su derecho de defen­
sa. La Sentencia ha sido dictada sin llegar a conocer las
razones de oposición esgrimidas por la parte beneficiada
por la Sentencia de instancia. y por tanto. sin debate ni
contradicción, Por lo que es preciso concluir que se ha pro­
ducido una vulneración del fundamental derecho a la tute­
la judicial que garantiza el art. 24.1 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

.Otorgar el amparo pedido y. en consecuencia:
1.° Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por

el Tribunal Central de Trabajo de 4 de septiembre de 1989
dictada en recurso de suplicación núm. 931/88.

2.° Retrotraer las actuaciones del citado reCurso al
momento anterior al de dictarse la Sentencia para que por
la Sala de lo Socíal del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid se dicte nueva Sentencia atendiendo a los escritos
de interposición y de impugnación del recurso de supli­
cación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a catorce de diciembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García-Mon y González Regueral. Car­
Ias de la Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra y Pedro
Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 232/1992. de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
26/1990. Contra Sentencia de la Sala de lo
Social del T.S.J. de Cataluña. dictada enrecurso
de suplicación. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: insuficiencia de motiva­
ción de la resolución recurrida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. y don Pedro Cruz Villalón. Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 26/90. interpuesto por
doña Angeles Hernández Sánchez. representada por el
Procurador de los Tribunales don Manuel Infante Sánchez.
y asistida del Letrado don Ramón Rodríguez Fernández.
contra la Sentencia de 13 de octubre de 1989 de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña,
Ha comparecido. además del Ministerio Fiscal. etlnstituto
Catalán de la Salud. representado por el Procurador don
Francisco Velasco Muñoz-Cuéllar. Y ha sido Ponente el
Magistrado don Carlos de la Vega Benayas. quien expresa
el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Don Manuel Infante Sánchez. Procurador de los
Tribunales. en nombre y representación de doña Angeles
Hernández Sánchez. por medio de escrito presentado en
este Tribunal el día 4 de enero de 1990. interpone recurso
de amparo contra la Sentencia de 13 de octubre de 1989
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña dictada en recurso de suplicación
núm. 666/89.

2. La demanda se basa. en síntesis. en los siguientes
hechos:

A) La demandante de amparo formuló solicitud de
indemnización de gastos a cargo de la Seguridad Social.
como consecuencia de los ocasionados en la asistencia
hospitalaria de su marido. fallecido en la intervención qui­
rúrgica a que hubo de ser sometido en la Clínica Univer­
sitaria de Navarra. por importe de 1,393.171 ptas.

Por Resolución del Instituto Catalán de la Salud de 11
de abril dE! 1988. se desestimó dicha petición.

B) La actora interpuso demanda ante la jurisdicción
laboral. y la Magistratura de Trabajo núm. 9 de Barcelona
dictó Sentencia en fecha de 5 de abril de 1989 por la que.
consignando entre los hechos probados que se trataba de
un supuesto de «urgencia vital... estimó la pretensión de
la demandante y condenó al Instituto Catalán de la Salud
(en adelante. LC:S.) al pago de la suma reclamada.

C) El I.C.S. interpuso contra la anterior Sentencia
recurso de suplicación. en el que alegaba dos motivos. al
amparo de lo dispuesto en el art. 152 de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral. solicitando la revisión del derecho
aplicado. A través del primero. alegaba que no existió
urgencia vital y mediante el segundo que la preceptiva
comunicación a la Entidad gestora se había realizado
extemporáneamente.

Frente al mismo. se presentó escrito de impugnación
por la actual recurrente en el que se alegaba. respecto del
primer motivo del recurso. que pese a haberse interpuesto
el mismo con fundamento en la revisión del derecho apli-
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cado. lo que realmente se cuestionaba a través del mismo
era la revisión fáctica y no jurídica.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña dictó Sentencia en fecha 13 de octubre de
1989. en la que, tras consignar en los antecedentes de
hecho que se daban por reproducidos ios consignados en
la Sentencia de Magistratura. estimó el recurso en su parte
dispositiva. revocando íntegramente la Sentencia de ins­
tancia. con absolución al I.C.S. de los pedimentos de la
actora.

3. La demanda invoca la vulneración. por la Senten­
cia de 13 de octubre de 1989. de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. del derecho a
obtener tutela judicial efectiva del art. 24.1 C.E.

Considera el actor que la resolución Judicial ha vulne­
rado ese derecho fundamental por dos motivos concretos:
ell primer lugar. porque ha incurrido en incongruencia omi­
siva al no pronunCiarse en absoluto sobre la impugnación
que dicha parte efectuó respecto del recurso interpuesto
de contrario. y además. porque no ha motivado en ninguna
medida su decisión que. por otro lado. es contradictoria.
pues primero da por reproducidos los hechos que la Sen­
tencia de instancia declaró probados -entre los que se
hallaba que «se trataba de un caso de urgencia vitah>- y
luego dice que no concurre ese requisito. sin especificar
por qué motivo. negando esos mismos hechos. cuya modi­
ficación no fue pretendida nunca por las partes.

. En virtud de todo ello suplica de este Tribunal se dicte
Sentencia por la que. otorgando el amparo pedido. se
declare la nulidad de la Sentencia de 13 de octubre de
1989 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Cataluña y se repongan las actuaciones al momen­
to inmediatamente anterior a que aquélla fuese dictada a
fin de que se dicte otra fundada en Derecho y en la que
se resuelva sobre la posible vulneración de lo dispuesto
en el arto 156.2.° de la Ley de Procedimiento Laboral.

4. Por providencia de 22 de marzo de 1990. la Sec­
ción Segunda (Sala Primera) de este Tribunal Constitucio­
nal acordó admitir a trámite la demanda de amparo for­
mulada por doña Angeles Hérnandez Sánchez. y tener por
personado y parte en nombre y representación de la mis­
ma al Procurador de los Tribunales Sr. Infante Sánchez.
Asimismo. se requirió al Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña y al Juzgado de lo Social núm. 9 de Barcelona.
para que remitieran. respectivamente. testimonio del
recurso de suplicación núm. 666/89 y de los autos
núm. 521/88. interesándose al propio tiempo se empla­
zase a quienes fueron parte en mencionados procedimien­
tos, con excepción de la recurrente en amparo. ya perso­
nada. para que en el plazo de diez días pudieran compa­
recer en este proceso constitucional.

5. Por providencia de 25 de junio de 1990. la Sec­
ción acordó tener por recibidas las actuaciones remitidas
por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña y el Juz­
gado de io Social núm. 9 de Barcelona. Al mismo tiempo.
se tiene por personado y parte al Procurador de los Tri­
bunales Sr. Velasco Munoz-Cuéllar, en nombre y represen­
tación del Instituto Catalán de la Salud.

Asimismo. a tenor de lo dispuesto en el arto 52 de la
LOTC. se concede un plazo común de veinte días al Minis­
terio Fiscal y a los Procuradores Sres. Infante Sánchez y
Velasco Muñoz-Cuéllar. para que con vista de las actua­
ciones. puedan presentar las alegaciones que a su derecho
convengan.

6. Don Manuel Infante Sánchez. Procurador de los Tri­
bunales y de doña Angeles Hernández Sánchez. en escrito
presentado el 16 de julio de 1990. después de exponer
los hechos. insiste en que el recurso del Instituto fue
impugnado por ella. alegándose fundamentalmente que
la existencia o no del requisito de urgencia vital es una
cuestión fáctica y no jurídica. no pudiendo por tanto ser
aducida en la revisión del examen del derecho pretendida

de contrario. y si en la revisión de Jos hechos declarados
probados de la Sentencia. lo cual no fue pretendido por
el Instituto Catalán de la Salud en su recurso de suplica­
ción. por lo que debían mantenerse inalterados los hechos
probados de la Sentencia de instancia. ya que de lo con­
trario se vulneraría la norma de Derecho procesal prevista
en el arto 156 de la Ley de Procedimiento Laboral. Añade
que el único argumento en que se ampara la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para proce­
der a la estimación del recurso de suplicación formulado
por el Instituto Catalán de la Salud. se transcribe en sus
fundamentos· de Derecho. y se concreta en que para que
exista el desplazamiento de responsabilidad. en supuestos
como el planteado. la doctrina jurisprudencial del Tribunal
Central de Trabajo y del Tribunal Supremo. exige ..... Ia exis­
tencia de una urgencia vital. la imposibilidad de acudir a
un centro clínico de la Seguridad Social y poner inmedia­
tamente en conocimiento de los servicios médicos la asis­
tencia extraordinaria para que pueda dar lugar a la indem­
nización de los gastos médicos. y en el supuesto litigioso
no concurren tales requisitos.... por lo que procede estimar
el recurso interpuesto y revocar la Sentencia impugnada».

La Sentencia dictada por el Juzgado de lo Social
núm. 9 de Barcelona fijó en su hecho probado núm. 3. que
«La Seguridad SOCIal tuvo conocimiento del ingreso del
causante en la Clínica de Navarra»; en su hecho probado
núm. 5. que ..Se trata de un supuesto de urgencia vital»;
y que en sus fundamentos jurídicos. con valor de hecho
probado...Que el causante que estaba desahuciado por
un cáncer avanzado aunque estabilizado. marchó de viaje
a Navarra y allí se agravó su estado inopinadamente. sien­
do la intervención quirúrgica a que fue sometido vital para
su salud. dados los riesgos que implicaba. lo que justificaba
no se procediera al traslado del enfermo al Centro de la
Seguiidad Social. por cuya razón y al concurrir la urgencia
vital. ..». Se observa con absoluta claridad que el Magistra­
do de instancia. en el contenido de su Sentencia. dejó pro­
bados todos y cada uno de los requisitos exigibles legal­
mente. y matizados por la doctrina jurisprudencial que
consta citada en la Sentencia del Tribunal Superior de Jus­
tica de Cataluña, es decir. la existencia de una urgencia
vital. la imposibIlidad de traslado a un centro de la Segu­
ridad Social. y poner en conocimiénto de los servicios
médicos de la Seguridad Social la asistencia o ingreso
extraordinario en centros ajenos a ella.

El recurso de suplicación deducido por el Instituto
Catalán de la Salud no solicita la revisión de los hechos
probados de la Sentencia de instancia. limitándose a pedir
el examen del Derecho aplicado en la misma. proponiendo
para ello dos motivos de suplicación. El segundo de ellos
ni tan siquiera fue analizado por el Tribunal Superior. por
lo que no merece comentario alguno sobre el mismo en
el presente escrito: sin embargo en el primero se alega
interpretación errónea del arto 18 del Decreto
2.766/1967. de 16 de noviembre. ,/,seampara fundamen­
talmente en la negación de la existencia del requisito de
la ..urgencia vital» en base a .una serie de apreciaciones
subjetivas de la prueba practicada. y en cuestiones de
naturaleza fáctica y no jurídica. Por ello. en el punto 3 del
motivo primero del escrito de impugnación. solicitaba que
no se tuviese en cuenta la revisión del derecho pretendida
de contrario en el primer motivo' de suplicación. por estar
prohibido por el art. 156 de la Ley de Procedimiento Labo­
ral. alegación que no ha sido resuelta en la Sentencia ciefi­
nitiva.

Lo anterior supone. que se haya conculcado la doctrina
de este Tribunal sostenida por SSTC' 116/1986 y
28/1987. yen las que se-establece la obligación de todo
órgano judicial ..a pronunciarse sobre todas las cuestiones
planteadas». Y eri &1 presente caso dIcha 8><igencia ha de
resultar más inexcusable. si cabe. pues se trata de una
cuestión procesal. de Derecho Público.

•
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En definitiva. entiende esta parte que al no haberse
pronunciado el Tribunal Superior de Justicia sobre la cues­
tión procesal planteada en su escrito de impugnación. se
le ha privado del derecho a obtener la tutela efectiva de
los Jueces y Tribunales. produciéndose una verdadera
indefensión. vulnerándose can ello el derecho garantizado
en 'el arto 24.1 de la C.E.. ya que. además. el derecho a la
tutela comprende el de obtener una resolución fundada
en derecho; motivada. según establece el arto 120.3 de la
C.E.• quedando el razonamiento adecuado confiado al
órgano jurisdiccional competente. Existen supuestos.
como cuando se omite todo razonamiento respecto de
alguna de las pretensiones. en los que na puede sostener­
se que se ha dictado una resolución fundada en derecho.
produciéndose entonces una vulneración del citado dere-

, cho fundamental (STC 61 í 1983). En el presente caso.
entiende esta parte que la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña. que trae causa de la solicitud del
amparo. nO está fundada en derecho omitiendo todo razo­
namiento jurídico. limitándose. como se ha-expuesto ante­
riormente. a describir cuáles son. según la doctrina juris­
prudencial. los requisitos exigibles para que proceda el
reintegro de los gastos médicos ocasionados por servicios
asistenciales distintos de los de la Seguridad Social. y a
negar su existencia en el supuesto litigioso; pero en modo
alguno se expresan cuáles son los motivos o,fundamentos
jurídicos en que se apoya para afirmar dicha inexistencia;
cuestión ésta que tiene mayor significación en el presente
supuesto. pues se niegan además Unos hechos que fueron
declarados probados en la primera Sentencia del Juzgado
de lo Social. y de cuya existencia o inexistencia no se soli­
citó revisiÓn alguna por parte del Instituto Catalán de la
Salud. lo que significa que aceptaba tácitamente los
hechos probados.

Solicita. en fin. la estimación del recurso.
7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. en escrito

presentado el 17 de julio de 1990. tras relatar los hechos
y resoluciones recurridas. comienza por advertir que lo que
se discute no es la cuestiÓn de fondo sobre si tiene o na
derecho la recurrente al pago por la Seguridad Social de
los gastos médicos producidos por la enfermedad de su
marido. sino únicamente la na existencia de fundamenta­
ción de la Sentencia impugnada o su falta de congruencia
al denegar esos gastos y revocar la de instancia.

La Sentencia impugnada. en su fundamento jurídico
único. no explica por qué discrepa de la decisión del Juz­
gado de lo Social. ya que después de afirmar claramente
que da por reproducidos los hechos declarados proba­
dos por éste -en los que se dice que el ingreso en la Clí­
nica de Navarra fue de urgencia vital y de ello tuvo cOnO­
cimiento la Seguridad Social y se efectuó por un agra­
vamiento súbito del proceso cancerígeno que padecía
el enfermo-o requisitos todos que el propio Tribunal
Superior de Justicia se cuida previamente de recordar
como indispensables para el abono de los gastos por la
Seguridad Social. sin embargo a renglón seguido afirma
que en el presente caso no han concurrido tales requi­
sitos. La motivación de la Sentencia parece así tan con­
tradictoria como inexistente.

En este sentido. cabe recordar la doctrina del Tribunal
Constitucional sobre la necesidad de motivar las Senten­
cias. Además. en un caso no igual al que estamos anali­
zando pero referido a la reclamación de gastos médicos
a la Seguridad Social por atenciones prestadas en centros
privados. en razón a una supuesta negativa injustificada
de atención por parte de la Seguridad Social o como equi­
valente. un error de diagnóstico (art. 18.3 del Decreto
2.766/1967). la STC 101/1987. en su fundamento jurí­
dico 8.0 dijo que cuando el TCT. cuya Sentencia entonces
se impugnaba. no especifica las razones por las cuales lie­
ga a la conclusión de su fallo puede incurrir en falta de
motivación (que en aquel asunto fue determinante de la

apreciación de uná lesión del derecho de igualdad en la
aplicación de la Ley).

Finalmente no resulta necesario entrar a discutir la
incongruencia que también alega la demanda. porque
aparte de que con lo dicho es suficiente para pedir el otor­
gamiento del amparo. el Tribunal Superior de Justicia. al
mantener los hechos de la Sentencia de instancia no esta­
ba incurriendo en la falta procesal que la parte recurrida
denunció en su escrito de impugnación al recurso de supli­
cación. porque se limitó a la revisión del Derecho aplicado.
por más que en su fundamento jurídico fuera contradic­
torio y por ello lesivo del derecho de tutela judicial.

Termina solicitando la estimación del amparo.
8. Don Francisco Velasco Muñoz-Cuéllar. Procurador

de los Tribunales y del Instituto Catalán de la Salud. en
escrito presentado el 19 de julio de 1990. se opone al
recurso y alega que se trata de dilucidar si hubo o no «ur­
gencia vital.. en la intervención efectuada a don Aurelio
Pema Pascual. esposo de la recurrente. en la Clínica Uni­
versitaria de Pamplona y si se observaron todos y cada uno
de los requisitos que exige la normativa legal vigente y el
criterio de la jurisprudencia de los Tribunales superiores.
Requisitos que no se daban y sobre lo cual se limita a razo­
nar en su escrito esta parte. por lo que sin entrar en el pro­
blema constitucional planteado por el recurso. pide final­
mente que se confirme la Sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña al nO haber habido vul­
neración de la normativa vigente ni de los criterios juris­
prudenciales del Tribunal Supremo.

9. Por providencia de 9 de diciembre de 1992, se
señaló para deliberación y votación del presente recurso
el día 14 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. Dos san los fundamentos del presente recurso de
amparo.

Alega el actor. en primer lugar. que la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña ha incurrido en
incongruencia omisiva. porque. al resolver el recurso de
suplicación. no se ha pronunciado sobre la impugnación
del recurso que efectuó dicha parte. Es cierto que la Sen­
tencia na hace alusión expresa alguna al primer motivo
de impugnación del recurso. que. sin embargo. había sido
formulado de manera clara y expresa por la actual
recurrente. No obstante. tal omisión debe entenderse
carente de relevancia constitucional. dado que aunque na
se contestase concretamente a tal extremo. la estimación
global del recurso. y la fundamentación que en él se recoge
y que parte de la COnsideración de que la, cuestión que
se suscita es exclusivamente jurídica. significa una deses­
timaciÓn implícita o tácita de tal impugnación.

2. Está más fundada la segunda queja. relativa a la
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.). dada la ausencia de motivacién. por con­
tradicciÓn manifiesta. de la Sentencia que se impugna.

Como ya se ha dicho en reiteradas Sentencias de.este
Tribunal (SSTS 55/1987. 56/1987 Y otras contestes) en
el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva que cOn­
sagra el arto 24.1 C.E. se comprende el de obtener, como
respuesta a la pretensión de la parte. una resolución fundada
en Derecho. es decir; motivada y razonada. lejos de la arbi­
trariedad. y razonable. extraña al capricho o puro volunta­
rismo. La exigencia de motivación es hoy una exigencia
constitucional. prevista en el arto 120.3 de la C.E.: no siendo.
en definitiva. sino la consecuencia de la propia función jud~

cial yde su vinculación a la Ley(art. 117.1 C.E.). así como
del sistema de recursos establecido en las leyes orgánicas
y procesales. Es claro que el interesado o parte ha de cono­
cer las razones decisivas. el fundamento de las decisiones
que le afecten. en tanto que instrumentos necesarios para
su posible impugnación y utilización de los recursos.
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Como se dijo en la STC 55/1987. «la Constitución
requiere que el Juez motive sus Sentencias. ante todo.
para permitir el control de la actividad jurisdiccional. Los
fundamenfos de la Sentencia se deben dirigir. también. a
lograr el convencimiento. no sólo del acusado. sino tam­
bién de las otras partes del proceso. respecto de la correc­
ción y justicia de la decisión judicial sobre los derechos
de un ciudadano. En este sentido deben mostrar el esfuer­
zo del Tribunal por lograr una aplicación del Derecho
vigente libre de toda arbitraríedad".

Sólo lá motivación razonada y suficiente (cabe una
motivación sucinta) permite el ejercicio del derecho a la
tutela judicial. porque una motivación no razonada. arbi­
traria o radicalmente contradictoria. en sí misma. o en rela­
ción con las pretensiones de las partes. es equivalente. eh
definitiva. a una verdadera denegación de justicia. a una
no respuesta judicial.

3. En el presente caso. la Sentencia impugnada aho­
ra por defecto de tutela. si bien contiene «motivación" en
el sentido meramente formal de enunciar las normas en
las que se apoya. es contradictoria e insuficiente en sus
razonamientos. Es contradictoria. porque tras dar por
reproducidos los hechos probados -y. entre ellos. por tan­
to. el referente a que se trataba de un caso de «urgencia
vItal" que se consignó en el apartado quinto de la Sen­
tencia de instancia- posteriormente afirma en su funda­
mentación jurídica que dicho «requisito". que es uno de
los exigidos legalmente para conceder la indemnización.
no ocurre. Nose trata ya de delimitar si ese extremo cons­
títuye cuestión fáctica o jurídica. pero si el Tribunal enten­
día que ostentaba esta última naturaleza. no debió respe­
tar ~u inclusión entre los «hechos probados" que se con­
tenia en la Sentencia Impugnada. Y. además. tal motiva­
ció!"! es también insuficiente. porque el órgano judicial. des­
p.ues de citar las normas legales y la doctrina jurispruden­
clal. que eXigen la concurrencia de tres requisitos COncre­
tos para la estimación de la reclamación (y habiendo acep­
t~do previamente que uno de ellos-la urgencia vital-exis­
tia) se limita a declarar que «no concurren tales exigen­
cias". mas sin especificar si se trata de todas. o solamente
de alguna de ellas y por qué razones o motivos lo estima
así.

Es claro que ello constituye la vulneración que se
denuncia puesto que esa Insuperable contradicción equi­
vale. como antes se ha indicado. a la denegación de la tute­
la judicial exigible.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

1.° Declarar la nulidad de la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, de fecha 13 de octubre
de 1989.

2.° Reconocer a la recurreRte el derecho a la tutela
judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento anterior
al de dictarse Sentencia, dictándose por el Tribunal Supe­
rior de Justicia de Cataluña la procedente en Derecho.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado".

Dada en Madrid, a Catorce de diciembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer, Fernando 'García-Mon y González-Regueral, Car­
Ias de la Vega Benayas. Vicenta Gimeno Sendra, Pedro
Cruz V"lalón.-Firmado y rubricado.

1370 Sala Segunda. Sentencia 233/1992, de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
3 7/1990. Contra Autos de la Audiencia Provin­
cial de Sevilla. dictados en recurso de apela­
ción. denegatorios de la prueba de confesión
propuesta. Supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Eugenio
Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José Gabal­
dón López. don Julio Diego González Campos y donearles
Viver i Pi-Sunyer. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 37/90. interpuesto por
don Francisco Mauriño Márquez. representado por el Pro­
curador de los Tnbunales don Luciano Rosch Nadal y con
la asistencia letrada de don Juan Aguilar Fernández. contra
los Autos de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial
de Sevilla, de 31 de octubre y 5 de diciembre de 1989, dic­
tados en el recurso de apelación núm. 1051/89. por pre­
sunta infracción del arto 24.1 Y 2 CE Ha comparecido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Alvaro
Rodríguez Bereijo. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
de los de Madrid el día 3 de enero de 1990 y registrado
en este Tribunal el día 5 siguiente. don Luciano Rosch
Nadal, Procurador de los Tribunales y de don Francisco
Mauriño Márquez. formalizó demanda de amparo, por vul­
neración del arto 24.1 y 2 C.E., contra los Autos de la Sec­
ción Quinta de la Audiencia Provincial de Sevilla de 31 de
octubre de 1989 y de 5 de diciembre siguiente. que, dic­
tados en el recurso de apelación 1.051/89, denegaron la
prueba de confesión judicial propuesta.

2. Los hechos qué se exponen en la demanda de
amparo son, en síntesis, los que siguen:

a) Por la entidad «Uralita, SA" se demandó en juicio
declarativo de menor cuantía a quien ahora solicita ampa­
ro y a don José Navas Rodríguez, en reclamación de la
cantidad de 1.092.208 pesetas, interesando se les ton­
denara a su pago en forma solidaria.

b) Al na comparecer los demandados se les declaró
en rebeldía, permaneciendo en esta situación hasta que.
notificada la correspondiente Sentencia del Juzgado. de
29 de junio de 1987•.estimatoria de la demanda, el Sr.
Mauriño Márquez se personó en autos e interpuso recurso
de apelación contra la misma, el cual fue admitido en
ambos efectos, elevándose los autos a la Audiencia Pro­
vincial de Sevilla.

c) Comparecidos el apelante y la apelada, dentro del
plazo previsto y al ampro de los arts. 707 y 862.5 de la
L.E.C.. se solicitó por el primero el recibimiento a prueba
de los autos, dada su situación de rebeldía en lá primera
instancia, proponiendo como medio de prueba los de con­
fesión judicial y documental.

En concreto, se interesó la «confesión judicial del
representante legal de la parte actora y recurrida, Uralita,
S.A., para que, bajo juramento indecisorio y a presencia
judicial. absuelva las posiciones que se presentarán".

d) Con fecha 31 de octubre de 1989, la Audiencia
Provincial dictó Auto accediendo a la prueba documental.
pero, a la vez. declaró no haber lugar a la prueba de con­
fesiónjudicial.


